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B9-0206/2021

Resolución del Parlamento Europeo sobre la aplicación del Reglamento (UE, Euratom) 
2020/2092: mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho
(2021/2582(RSP))

El Parlamento Europeo,

– Visto el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de diciembre de 2020, sobre un régimen general de condicionalidad para la 
protección del presupuesto de la Unión1 o el «mecanismo de condicionalidad del Estado 
de Derecho»,

– Vistas las conclusiones del Consejo de 11 de diciembre de 2020,

– Vistos la Comunicación de la Comisión, de 30 de septiembre de 2020, titulada «Informe 
sobre el Estado de Derecho en 2020 – Situación del Estado de Derecho en la Unión 
Europea» (COM(2020)0580) y, en particular, el capítulo relativo a Alemania 
(SWD(2020)0304) que acompaña al informe,

– Vistas las demandas presentadas ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea por 
Hungría y Polonia en las que se cuestiona la legalidad del aplazamiento del desembolso 
en el marco del mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho, C-156/21 
(Hungría) y C-157/21 (Polonia),

– Vista la Declaración de la Comisión, de 11 de marzo de 2021, sobre la aplicación del 
Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092: mecanismo de condicionalidad del Estado de 
Derecho,

– Vista su Resolución, de 26 de noviembre de 2020, sobre el balance de las elecciones 
europeas2,

– Vista la respuesta de la presidenta Von der Leyen en nombre de la Comisión a la 
pregunta parlamentaria P-004295/2020,

– Visto el artículo 132, apartado 2, de su Reglamento interno,

A. Considerando que el Estado de Derecho es un término general que designa puntos de 
vista filosóficos similares pero diferentes sobre la relación entre el Gobierno y los 
ciudadanos; que algunas escuelas de pensamiento se centran en un enfoque basado en 
los derechos, mientras que otras se basan en un enfoque procedimental; que no existe 
una jerarquía entre estos puntos de vista; que el amplio trabajo académico de los 
eruditos en Derecho comparado muestra que no existe una concepción unificada del 
Estado de Derecho, tampoco en el marco de las tradiciones constitucionales de los 
Estados miembros de la Unión;

1 DO L 433I de 22.12.2020, p. 1.
2 Textos Aprobados, P9_TA(2020)0327.
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B. Considerando que el Estado de Derecho tiene manifestaciones diferentes y 
diferenciadas en los Estados miembros, ninguna de las cuales tiene mucho en común 
con la concepción del Estado de Derecho de la Unión, que es realmente poco común, 
está extraordinariamente cargada de valores y tiene un carácter interesado, lo que no 
resulta sorprendente;

C. Considerando que, en su interpretación más continental como «gobierno del Estado a 
través del Derecho», el concepto significa ante todo que las instituciones del Estado 
están sometidas a la ley y que, por lo tanto, no debe haber acción estatal sin ley ni 
acción estatal contra la ley, y que cualquier acción estatal puede ser revisada por el 
sistema judicial;

D. Considerando que el Estado de Derecho, tal como se ha desarrollado en la tradición del 
sistema del common law, se entiende a menudo como un acervo de Derecho que existe 
independientemente del Estado, incluso lo precede, pero que es vinculante para el 
Estado y puede ser utilizado por los ciudadanos contra él en caso de vulneración del 
propio Estado de Derecho;

E. Considerando que la concepción del Estado de Derecho por parte de la Unión se basa, 
en virtud del Derecho de la Unión, en el artículo 2 del Tratado de la Unión Europea 
(TUE), que enumera el Estado de Derecho como uno de los principios en los que se 
basa la Unión, situándolo al mismo nivel que la dignidad humana, la libertad, la 
democracia, la igualdad y el respeto de los derechos humanos, pero sin indicar que sea 
idéntico a estos otros principios fundamentales;

F. Considerando que la interpretación común de la concepción de la Unión del Estado de 
Derecho se ha convertido en un concepto sui generis, que no tiene mucho que ver con el 
principio de «gobierno del Estado a través del Derecho» ni con el principio tradicional 
del Estado de Derecho tal como se recoge en el common law;

G. Considerando que la Comisión pretende, por una parte, vincular a los Estados miembros 
al Derecho de la Unión, en virtud del concepto de «gobierno del Estado a través del 
Derecho», situando a la Unión jerárquicamente por encima de los Estados miembros, 
mientras que, por otra parte, pretende sustituir el contenido tradicional del Estado de 
Derecho mediante la elaboración de un conjunto de valores y principios artificiales y, al 
mismo tiempo, ahistóricos;

H. Considerando que la Comisión ha estado evaluando desde 2010 en el informe sobre el 
Estado de Derecho la aplicación del concepto de la Unión sobre el Estado de Derecho, 
empleando cuatro criterios: calidad, eficiencia e independencia del sistema judicial; 
lucha contra la corrupción; pluralismo de los medios de comunicación; y equilibrios 
institucionales; que estas normas parecen aplicarse únicamente a los Estados miembros 
y no a las propias instituciones de la Unión;

I. Considerando que la Comisión utiliza el concepto de la Unión del Estado de Derecho 
contra los Estados miembros que no suscriben el conjunto de valores y principios que 
ha elaborado; que la Comisión está instrumentalizando el mecanismo de 
condicionalidad del Estado de Derecho contra Polonia, Hungría y otros Estados que 
insisten en la supremacía de sus valores tradicionales y de su propia, si bien igualmente 
legítima, acepción del Estado de Derecho; que este mecanismo es un poderoso 
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instrumento de coacción política que supone una amenaza potencial para todos los 
Estados miembros;

J. Considerando que el mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho se aplica de 
manera desigual, ya que hay una serie de Estados miembros que cuentan con 
procedimientos institucionales y medidas estatales que contradicen la interpretación 
tradicional del Estado de Derecho; que las coaliciones gobernantes tienen la facultad de 
designar a los jueces del Tribunal Supremo de Alemania; que un antiguo vicepresidente 
del Grupo parlamentario de la CDU/CSU en el Bundestag alemán fue elegido miembro 
del Tribunal Constitucional Federal, que ahora preside; que los ministros de Interior de 
Alemania tienen la facultad de ordenar a los abogados del Estado que inicien y pongan 
fin a los procesos penales; que el Gobierno alemán destituyó de su cargo al antiguo 
presidente de la Oficina Federal para la Protección de la Constitución, ya que no estaba 
dispuesto a iniciar un procedimiento de vigilancia contra el mayor partido de la 
oposición de Alemania; que, sin demora, su sustituto comenzó a trabajar para que se 
iniciara dicho procedimiento inmediatamente después de tomar posesión de su cargo; 
que los tribunales alemanes ya han considerado en dos ocasiones que esta acción 
constituye una violación de la ley; que la persecución de este partido de la oposición 
tiene claramente motivaciones políticas, como demuestra el esfuerzo por estigmatizarlo 
con antelación a una serie de importantes elecciones regionales y a las elecciones 
federales que se celebrarán a principios de otoño;

K. Considerando que es evidente que la Comisión no aborda por igual las violaciones del 
Estado de Derecho; que el retraso en la adopción de las Directrices sobre el mecanismo 
de condicionalidad del Estado de Derecho demuestra que, en el seno del Consejo, la 
Comisión está poniendo las consideraciones políticas por encima del Derecho de la 
Unión, al que está vinculada;

L. Considerando que la Comisión está actualmente politizada; que los Tratados designan a 
la Comisión como su guardiana; que no se puede confiar en que una Comisión 
politizada aplique la ley por igual;

M. Considerando que Polonia y Hungría han interpuesto demandas ante el Tribunal de 
Justicia de la Unión en las que se cuestiona la legalidad del mecanismo de 
condicionalidad del Estado de Derecho; que el artículo 7 del TUE exige que toda 
violación de los principios consagrados en el artículo 2 del TUE solo se sancione por 
unanimidad; que el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 sobre el mecanismo de 
condicionalidad del Estado de Derecho socava el Tratado, ya que el Consejo no lo 
adoptó por unanimidad;

1. Rechaza el mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho; considera que el 
Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 sobre el Estado de Derecho constituye una 
violación del principio de unanimidad consagrado en el artículo 7 del TUE y, por lo 
tanto, una violación del Derecho de la Unión; espera que prosperen las demandas 
interpuestas contra el Reglamento;

2. Recuerda que el concepto de Estado de Derecho no puede entenderse como la 
interpretación y la aplicación subjetivas de la ley por parte de la Comisión;

3. Observa que la Comisión se ha convertido en un actor político en lugar de en guardiana 
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de los Tratados; subraya que los Estados miembros son los dueños de los Tratados y 
deben continuar siéndolo; considera que la Comisión ha sobrepasado con creces el 
papel que le atribuyen los Tratados;

4. Pide que se reforme la Unión para que esta se convierta en una Europa que defienda la 
soberanía y la identidad de nuestras naciones y pueblos europeos; pide, asimismo, a las 
instituciones de la Unión y a los Estados miembros que abandonen su enfoque 
centralizador de «una Unión cada vez más estrecha», desastroso desde una perspectiva 
política y económica, en favor de un tipo de cooperación europea más restringida que 
respete los Tratados de la Unión y sus principios de soberanía, democracia, 
transparencia, subsidiariedad estricta y rendición de cuentas;

5. Encarga a su presidente que transmita la presente Resolución a la Comisión y a los 
Gobiernos y Parlamentos de los Estados miembros.


